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Expediente N.° 20.909 
 
 

ASAMBLEA LEGISLATIVA: 
 

Aun cuando Costa Rica es un ejemplo regional en materia de regímenes de 
administración social y derechos societarios, las prácticas internacionales en estas 
materias están continuamente en evolución y modernización.  Costa Rica es un país 
inserto en la comunidad económica internacional y candidato a miembro de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE), la cual lidera 
mundialmente las propuestas de mejoras en las buenas prácticas de gobierno 
corporativo. 
 
Es por ello que nuestro país debe acompañar y adecuar nuestra legislación a los 
estándares internacionales en la materia, con el fin de hacer mejoras a la 
gobernanza.  La OCDE ha señalado una serie de recomendaciones que permiten 
alinear las prácticas con las directrices de esta organización sobre el gobierno 
corporativo de las empresas públicas, para lo cual el presente proyecto de ley 
pretende dar un paso afirmativo en esa dirección. 
 
Asimismo, en el marco de las reformas necesarias y considerando la publicación, en 
agosto de 2016, de las “Directrices de la OCDE sobre el Gobierno Corporativo de 
las Empresas Públicas”, el gobierno ha considerado necesario avanzar en el 
perfeccionamiento del marco institucional de las empresas del Estado y de aquellas 
en que este tenga participación, como parte de las acciones en virtud de las 
recomendaciones en la evaluación económica del 2016 que ha hecho este mismo 
organismo, de forma tal que por la vía del fortalecimiento el gobierno corporativo de 
estas empresas se logre aumentar su transparencia y mejore la calidad de la gestión 
y la supervisión de estas. 
 
Los estándares internacionales y las experiencias de los países más avanzados han 
apuntado a que las empresas con participación estatal operen bajo un marco 
institucional común, orientado a asegurar su efectividad y transparencia.  Las “Guías 
de Gobiernos Corporativos para Empresas Públicas”, de la OCDE, se basan en la 
filosofía de aplicar a las empresas públicas las normas diseñadas para las empresas 
privadas, de forma análoga hasta donde sea posible.  Dicho documento destaca 
también la importancia de separar el rol empresario del Estado de aquellos 
reguladores y promotores de políticas. 
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Con el objeto de fortalecer los estándares de los gobiernos corporativos en las 
empresas costarricenses con participación estatal y siguiendo las mejores 
recomendaciones internacionales, este proyecto de ley consagra como aspecto 
medular la regulación, por una parte, de los tipos de información que no podrían 
declararse confidenciales, conforme a lo estipulado en el artículo 7 de la Ley         
N.° 8422, Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, 
y, por otra parte, establecer determinados parámetros que estas empresas públicas 
deben cumplir, como titulares primarios y expertos en la información administrada, 
para garantizar de mejor manera la pertinencia de la decisión motivada que adopten, 
siempre prevaleciendo el principio de la trasparencia y la rendición de cuentas. 
 
Un problema adicional es que muchas empresas estatales se establecen bajo su 
propia legislación y, en algunos casos, es posible que estas leyes deban modificarse 
para evitar conflictos, que puedan evitar o entorpecer la sana y necesaria 
fiscalización por parte de los órganos competentes; por ello, esta iniciativa de ley 
busca subsanar tales vacíos. 
 
El tema de la confidencialidad de la información en el sector público es delicado y lo 
que ha sucedido en la práctica es que las leyes aquí analizadas no fijaron requisitos 
o presupuestos adecuados, que deban ser observados por las autoridades 
competentes de las respectivas empresas públicas al momento de analizar y tomar 
una decisión respecto de si existe o no confidencialidad en determinada información. 
 
Eso es un aspecto importante, ya que puede afectar indebidamente el derecho de 
acceso a la información de interés público que tutela el ordinal 30 constitucional, 
incidiendo negativamente en el control legislativo y ciudadano.  El cual, 
eventualmente, también puede llegar a afectar la posibilidad de publicitar los 
productos de fiscalización que emite la Contraloría General de República (CGR), 
que por regla son y deben ser de acceso público, así como a la eventual y necesaria 
actividad de fiscalización y control político que se pueda gestar desde la Asamblea 
Legislativa por medio de los legisladores en el ejercicio de sus funciones. 
 
De la Administración Pública se exige transparencia y publicidad, a efectos de 
satisfacer los imperativos que plantean el desarrollo y el absoluto respeto a los 
principios democráticos y los derechos fundamentales.  El énfasis en estos 
principios es consecuencia de la necesidad de acercar la Administración al 
ciudadano y, por ende, de que este se informe y participe en la discusión de los 
problemas de interés general que debe satisfacer la autoridad administrativa.  En la 
medida en que el Estado y los demás entes públicos actúen transparentemente 
comunicando fielmente las decisiones que se tomen y los motivos que las justifican, 
se aumenta la confianza de la población en sus gobernantes y administradores, se 
permite una mejor formación de opinión pública y se eliminan los elementos 
propiciadores de la corrupción en el sector público y la proveniente del sector 
privado hacia el sector público. 
 
La transparencia y la publicidad refuerzan la eficacia y la eficiencia de las políticas 
públicas, al mismo tiempo que se posibilita el control público sobre su cumplimiento 
efectivo y los costos en que se incurre.  La Administración debe divulgar, dar a 
conocer la información que le es propia y propiciar la participación de los 
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particulares en la discusión sobre esas políticas y actuaciones.  Correlativamente, el 
acceso a esa información constituye un derecho fundamental del ciudadano que 
limita el accionar público, por lo que debe contar con mecanismos que aseguren el 
acceso a esa información, permitan exigir explicaciones sobre la actuación 
administrativa y garanticen la divulgación de la información de interés público. 
 
El principio de publicidad de la actuación pública implica el acceso a dicha 
actuación, lo que se plasma, fundamentalmente, en el principio de publicidad de la 
información de interés público.  Para el ciudadano, la publicidad de la actuación 
administrativa determina el derecho fundamental de acceso a la información y los 
documentos públicos, establecido en el artículo 30 de la Constitución Política y, por 
ende, el control de la actuación administrativa. 
 
De conformidad con las recomendaciones de la OCDE, las empresas públicas 
deben publicar la información financiera y no financiera relevante de la empresa, con 
arreglo a las normas de alta calidad reconocidas internacionalmente sobre difusión 
de información empresarial, incluidos los aspectos que afectan especialmente al 
Estado como propietario y a los ciudadanos en general.  Esto comprende, en 
particular, las actividades realizadas por las empresas públicas en aras del interés 
de la ciudadanía costarricense. 
 
Por las razones expuestas someto a consideración de los señores diputados y las 
señoras diputadas el presente proyecto de ley. 
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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
DECRETA: 

 
REFORMA  DEL  ARTÍCULO  35  DE  LA  LEY  N.°  8660,  FORTALECIMIENTO  Y 

MODERNIZACIÓN  DE  LAS  ENTIDADES  PÚBLICAS  DEL  SECTOR 
TELECOMUNICACIONES,  DE  8  DE  AGOSTO  DE  2008,  Y  EL 

ARTÍCULO  12  DE  LA  LEY  N.°  12,  DEL  INSTITUTO 
NACIONAL   DE   SEGUROS,   DE 

30  DE  OCTUBRE  DE  1924 

 
 

ARTÍCULO 1- Se reforma el artículo 35 de la Ley N.° 8660, Fortalecimiento y 
Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones, de 8 de 
agosto de 2008, y sus reformas.  El texto es el siguiente: 
 
Artículo 35-  Manejo de información confidencial 
 
La información que el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE) y sus empresas 
obtengan de sus usuarios y clientes será de carácter confidencial y solo podrá ser 
utilizada y compartida entre el ICE y sus empresas, para los fines del negocio.  Su 
conocimiento, por parte de terceros, queda restringido, salvo cuando así lo solicite 
una autoridad legalmente competente, justificando su necesidad y por los medios 
respectivos. 
 
La información relacionada con las actividades del ICE y sus empresas es 
confidencial, calificada por estas como secreto industrial, comercial o económico, 
cuando, por motivos estratégicos, comerciales y de competencia, no resulte 
conveniente su divulgación a terceros.  Sin embargo, se debe considerar: 
 
a) El sentido de la confidencialidad de la información a que se refiere esta 
norma, susceptible de ser calificada como secreto industrial, comercial o económico, 
no incluye ni comprende los estados financieros, el balance de situación, el estado 
de resultados, sus anexos y, en general, el resto de la información contable y de sus 
subsidiarias, que es de carácter público.  De lo anterior, el presupuesto institucional 
queda excluido de dicha información por contener los planes de negocios y las 
estrategias de la empresa. 

 

b) Deberán someterse los estados financieros anuales a una auditoría externa 
independiente, basados en las normas internacionales de auditoría e información 
financiera vigentes.  La existencia de procedimientos estatales de control 
específicos no suple la necesidad de realizar auditorías externas independientes. 

 
c) Lo dispuesto en este artículo no limita a la Asamblea Legislativa en su función 
de vigilancia de la hacienda pública; de valerse de la Contraloría General de la 
República como órgano auxiliar para el ejercicio de dicha función; las atribuciones y 
las competencias de la Contraloría General de la República como órgano 
constitucional auxiliar de la Asamblea Legislativa, ni las comisiones legislativas que 
se nombren con fundamento en el inciso 23) del artículo 121 de la Constitución 
Política. 
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ARTÍCULO 2- Se reforma el artículo 12 de la Ley N.° 12, Ley Instituto Nacional 
de Seguros, de 30 de octubre de 1924, y sus reformas.  El texto es el siguiente: 
 
Artículo 12-  Manejo de información confidencial 

 
La información que obtenga el Instituto Nacional de Seguros (INS) de sus 
asegurados o potenciales asegurados, en virtud de un contrato de seguros, su 
ejecución o sus tratativas, es de carácter confidencial y solo podrá ser utilizada para 
los fines del negocio.  Su conocimiento, por parte de terceros, queda restringido, 
salvo cuando así lo solicite una autoridad legalmente competente, que justifique su 
necesidad y por los medios respectivos. 
 
También, es confidencial la información relacionada con cualquiera de las 
actividades del INS, calificada por este como secreto industrial, comercial o 
económico, cuando por motivos estratégicos, comerciales y de competencia no 
resulte conveniente su divulgación a terceros.  Este tipo de información solo deberá 
ser divulgada cuando lo considere conveniente la Administración, o cuando alguna 
autoridad legalmente competente así lo solicite. 
 
Toda la información que se genere a partir de las tratativas, los contratos y la 
ejecución de contratos de seguros ofrecidos por el INS es propiedad de este último.  
Los funcionarios del INS o cualquier tercero que tenga acceso a esta deberán 
observar lo dispuesto en este artículo; además, deberán contar con autorización 
expresa del INS para divulgar esa información o darle un uso distinto al autorizado 
por el INS. 

 
El sentido de la confidencialidad de la información a que se refiere esta norma, 
susceptible de ser calificada como secreto industrial, comercial o económico, no 
incluye ni comprende los estados financieros, el balance de situación, el estado de 
resultados, sus anexos y, en general, el resto de la información contable y de sus 
subsidiarias, que es de carácter público.  De lo anterior, el presupuesto institucional 
queda excluido de dicha información por contener los planes de negocios y 
estrategias de la empresa. 
 
Deberán someterse los estados financieros anuales a una auditoría externa 
independiente, basados en las normas internacionales de auditoría e información 
financiera vigentes.  La existencia de procedimientos estatales de control 
específicos no suple la necesidad de realizar auditorías externas independientes. 
 
Lo dispuesto en el mencionado artículo no limita a la Asamblea Legislativa en su 
función de vigilancia de la hacienda pública; de valerse de la Contraloría General de 
la República como órgano auxiliar para el ejercicio de dicha función; las atribuciones 
y las competencias de la Contraloría General de la República como órgano 
constitucional auxiliar de la Asamblea Legislativa, ni las comisiones legislativas que 
se nombren con fundamento en el inciso 23) del artículo 121 de la Constitución 
Política. 
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Rige a partir de su publicación. 
 
 
 
 
 

Ana Lucía Delgado Orozco 
Diputada 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

1 de agosto de 2018 
 
 
 
 
NOTAS:  Este proyecto pasó a estudio e informe de la Comisión 

Permanente  Ordinaria de Asuntos Jurídicos. 
 

Este proyecto cumplió el trámite de revisión de forma en el 
Departamento de Servicios Parlamentarios. 


